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1.- VISTOS 

Procede la Sala a desatar la impugnación incoada por el accionante NICOLÁS MEJÍA GÓMEZ contra el fallo de tutela adiado marzo cuatro (4) de 2005 proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira y donde figura como accionada la Universidad Tecnológica de Pereira. 

2.- SOLICITUD  

Explicó el accionante: 

1. Que hace dos semestres reingresó a la Universidad Tecnológica de Pereira en calidad de estudiante de Filosofía. 

2. En ningún momento le fue entregado el reglamento estudiantil. 

3. El nueve (9) de febrero recibió un oficio en el que le dieron a conocer la pérdida de su derecho a seguir en la Universidad por haber incurrido en bajo rendimiento académico (promedio inferior a 2.5).

4. Con esa actuación la Universidad le está violando su derecho a la educación al aplicar una norma del reglamento que jamás le dio a conocer. Se está desconociendo lo sentado por la Corte Constitucional en la sentencia T-618 de 1998.  

Por lo anterior, solicitó la protección de su derecho a la educación. 

3.- FALLO

Después de analizar los fundamentos de la acción y los alegatos de la Universidad, el a quo consideró improcedente la tutela. Sus razones fueron: 

1. Amparada en la ley 30 de 1992, la Universidad Tecnológica, a través de su Consejo Superior, adoptó su reglamento en diciembre de 2003. 

2. Dada esa legitimidad, no puede el señor MEJÍA GÓMEZ ahora, alegar la ignorancia de tal normatividad. De todas maneras, su calidad de estudiante de nivel superior, el considerable tiempo que lleva en la Institución y el haber incoado una tutela en ocasión pretérita por hechos similares, desvirtúan la excusa vertida. 

3. Todo estudiante universitario desde el momento de la matricula se compromete a cumplir con las disposiciones reglamentarias. 

4. Conforme con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, la educación es un derecho fundamental que conlleva también unas obligaciones, las cuales aquí se desconocieron. Cita el contenido de la sentencia T-706 de 2002.   

4.- IMPUGNACIÓN

Para insistir en la revocatoria de la decisión de instancia, el accionante acude para calificar como una falacia la argumentación del Juez de primer grado. Refiere que se desconoció el contenido de la sentencia T-618 de 1998 en la que claramente se deja al descubierto que para que los reglamentos sean oponibles, es necesario el previo conocimiento de su contenido. 

Como la Universidad no demostró que hubiera dado a conocer el reglamento, su contenido no es oponible. Si bien presentó una tutela con anterioridad, ello ocurrió en el año 1996 cuando regía otro estatuto. 

El Juzgado tergiversó la jurisprudencia y desconoció el alcance de la ley general de educación.  

5.- SE CONSIDERA
5.1. Problema Jurídico

Corresponde a la Sala determinar si el contenido de los reglamentos universitarios es oponible a los estudiantes por el sólo hecho de su aceptación genérica al momento de la matrícula, o si requiere, además, una aducción personalizada dirigida a cada estudiante.  

5.2. Solución al Problema Planteado 

De entrada debe advertirse que la decisión que se revisa merece plena confirmación, porque en tratándose de relaciones universitarias (que acarrean obligaciones de tipo contractual), la sola suscripción libre y espontánea de la matrícula por parte del discente conlleva aceptar los deberes reglamentarios, cuya observancia es necesaria para el disfrute de los derechos educativos. 

En efecto, no pude el accionante argüir que se le ha vulnerado su derecho a la educación por una indebida publicidad de una norma, pues el reglamento fue debidamente emitido y comunicado por el Consejo Superior de la Institución Universitaria que figura como accionada, tal como se observa en el expediente. 

El reglamento estudiantil de una Universidad Pública, como acto administrativo de carácter general que es, sigue los mismos lineamientos de cualquier otro acto de su tipo, es decir, para que produzca sus efectos basta con la publicación; en consecuencia, no requiere la notificación de la que se ha venido quejando el accionante. 

La ignorancia de la ley no es excusa; así reza el artículo 9 del Código Civil y así razonó la Corte cuando predicó su constitucionalidad en la sentencia C-651 de 1997:

Arguyen los actores que la norma acusada comporta un quebranto del principio de igualdad consagrado en el artículo 13 de la Carta, puesto que las circunstancias en que se encuentran los destinatarios de la ley, suelen ser significativamente diferentes. Mientras algunos tienen fácil acceso a su contenido, para otros (quizás la gran mayoría) tal acceso es imposible en la práctica. Sobre el punto es pertinente observar lo siguiente: el artículo 13 citado, al recoger el postulado de la igualdad ante el derecho, lo que dispone es precisamente lo contrario de lo que alegan los actores. Porque tal igualdad comporta que, en principio, las personas son titulares de las mismas potestades y destinatarias de las mismas obligaciones que el ordenamiento jurídico determina. 

Precisamente la disposición que hoy se cuestiona, fue demandada como contraria al contenido del artículo 16 de la Carta anterior, que implícitamente recogía el principio de igualdad. Y al desechar el cargo, dijo la Corte Suprema, en fallo elaborado por el Magistrado Luis Carlos Sáchica: “Es la igualdad jurídica, que otorga iguales facultades e impone idénticos deberes, y da igual protección a unos y a otros. Esto es, se repite, una igualdad de derechos y no de medios. Si no se acepta este principio, se rompe la unidad y uniformidad del orden jurídico, atomizado en múltiples estatutos particulares, o sea, en un sistema de estatutos privados privilegiados (…)

(…)Excluir de la obediencia de la ley a quien la ignora equivale a establecer un privilegio a su favor violatorio de la igualdad constitucional y generador del caos jurídico”

Ya, sobre el puntual tema de la ignorancia de los deberes de los que se es destinatario, refirió la Corte en la misma providencia:  

La pregunta que debe plantearse es, entonces, la siguiente: ¿es preciso para conocer los deberes de los que se es destinatario, conocer las normas donde se originan? Dicha pregunta puede responderse negativamente, por las elementales razones que a continuación se exponen:

 1) Los deberes esenciales que a una persona ligan como miembro integrante de una comunidad pueden captarse de manera espontánea mediante la interacción social. Si se asume la perspectiva (indicada por Hart) del observador externo, basta con mirar alrededor para observar ciertas regularidades constantes en el comportamiento de los miembros particulares de la comunidad, el aplauso o censura difusos y la respuesta de las autoridades ante las conductas desviadas. El campesino sabe que si se emborracha y riñe, corre el riesgo de que lo lleven a la cárcel porque, ha sido testigo de lo que le ocurrió a su amigo, o alguien se lo ha contado. De esa manera, de modo imperceptible va pasando de lo que el mencionado autor llama aspecto externo del derecho, a su aspecto interno, puesto que infiere que a él puede sucederle lo mismo. 

En este orden de ideas, concluimos que el señor NICOLÁS MEJÍA GÓMEZ no puede ampararse en el desconocimiento de una normatividad que estaba obligado a conocer, en este caso, del reglamento estudiantil, para obviar las consecuencias de su bajo rendimiento académico.

Lo único que podría avalar su petitum, sería la demostración de un vicio del consentimiento al momento de la matrícula; sin embargo, este no se configura,  habida consideración a que estamos en presencia de un experto estudiante (así lo decimos por su larga experiencia –inconstante- en la facultad de Bellas Artes) con un nivel intelectual alto (recordemos su grado de ilustración y la forma estratégica  como ha acudido en múltiples oportunidades a la judicatura en defensa de sus derechos). 

Como efectivamente lo refiere la sentencia citada por el actor (T-618 de 1998), el amparo de los derechos fundamentales procede cuando la institución educativa de manera unilateral y arbitraria ha impuesto las normas. Aquí, como ya se vio, fue el interesado de MANERA LIBRE quien se acogió a las reglas claras señaladas por la Universidad Tecnológica de Pereira, por esta razón, si su promedio académico fue inferior al estipulado por la Institución para continuar con los estudios, debe asumir sin reparo las lamentables consecuencias. 

El derecho fundamental a la educación se ha tenido como un derecho-deber:
“… En efecto, el derecho a la educación debe entenderse como factor de desarrollo humano, su ejercicio es uno de los elementos indispensables para que el ser humano adquiera herramientas que le permitan en forma eficaz desempeñarse en el medio cultural que habita, recibir y racionalizar la información que existe a su alrededor y ampliar sus conocimientos a medida que se desarrolla como individuo, es por ello que la educación cumple una labor social que hace que dicha garantía se considere un derecho –deber- que genera para las partes del proceso educativo obligaciones recíprocas de las que no pueden sustraerse porque realizan su núcleo esencial”.

Así las cosas, como don NICOLÁS no es titular del privilegio reclamado, debido a la inexistencia de reciprocidad entre ese derecho y el deber legítimo que incumplió, la decisión de primera instancia merece confirmación. 
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el proveído de tutela que ha sido objeto de impugnación. 

SEGUNDO: SE REMITIRÁ el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      
       VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� Magistrado Ponente. Carlos Gaviria Díaz. 


� Corte Suprema de Justicia. Sala Plena,  marzo 30 de 1978.


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-019 de enero 22 de 1999. Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz.
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